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PRESIDE: — Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Borsari, Javier Cha, Carlos Gamou, Luis 
Alberto Lacalle Pou, Edgardo Ortuño y Daisy Tourné. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene como primer punto del orden del día la consideración de la reglamentación del 
artículo 303 de la Constitución. 


Como saben, las Comisiones no tienen por qué votar los proyectos en general, pero pueden hacerlo en caso 
de que quieran enviar el mensaje. La metodología es discutir los artículos y, a medida que se va avanzando, 
se van votando hasta que, con las modificaciones que se consideren del caso o no, se termina de considerar el 


proyecto. 


SEÑOR ALONSO.- Creo que la metodología de trabajo podría ser la de discutir la generalidad del 
proyecto y ver cuáles son algunos de los aspectos que pueden despertar posiciones que no sean 


idénticas. 


Lamento que por la circunstancia familiar que está viviendo el señor Diputado Lorenzo, que es con quien 
estamos trabajando sobre el tema y quien está más especializado en él, no pueda acompañarnos hoy. Pero 
como vía de adelanto -esto tampoco lo habíamos conversado con nuestra bancada- creo que es bueno que se 
tome el proyecto de ley tal cual había quedado luego de la media sanción dada en la Legislatura pasada. Sin 
embargo, nos surge una primera duda, que no es poco importante y es como para que, por lo menos, la 
internalicemos, la discutamos y podamos ver si estamos en la posición correcta o no. Me refiero a lo que dice 
el artículo 1” en cuanto a que el recurso se impondrá directamente ante la Cámara de Representantes. Reitero 
que en ese sentido nos surgen algunas dudas, pero no quiere decir que tengamos una posición definitiva con 
respecto a la forma en la que está redactado. El entendido primario es que, además, hay destacados 
especialistas en el tema que tienen una posición diferente en cuanto a que el planteo de todos los recursos 
ante la Cámara de Representantes podría generar una dificultad procesal por un lado y, por otro, no le estaría 
dando la oportunidad a quien es la institución emisora del acto que está siendo recurrido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a tratar de contestar la inquietud planteada. 


Cuando se discutió este proyecto en la Cámara de Diputados en la Legislatura anterior, el señor Diputado 
Fernández Chaves dijo que el artículo 1% surgió porque durante muchos años se dudó acerca de ante quién se 
presentaba el recurso, si ante la Cámara de Diputados o ante la propia Intendencia que había emitido la 
resolución impugnada, y que se optó por lo que pareció más lógico, es decir, que se presentara directamente 
ante la Cámara y con eso se terminaría una discusión que tiene muchísimos años dentro de la doctrina 
administrativista uruguaya. Esto que dijo el Diputado Fernández Chaves creo que debe ser complementado 
con el hecho que desde que se empezó a aplicar este artículo 303 -la primera referencia que tengo sobre este 
artículo es que fue un recurso presentado ante una decisión de la Intendencia Municipal de Montevideo 
referido a la contribución inmobiliaria en el año 1990- hasta ahora todas las Comisiones de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración -integradas, naturalmente, de distinta manera, pero siempre 
por todos los Partidos- han entendido que esto debiera ser así. Debiera ser así, en primer lugar, por una 
cuestión a favor del administrado, al cual le es mucho más accesible venir acá y presentarlo directamente y, 
en segundo término, porque se podría crear esta situación, que es lo que diversas Comisiones fueron viendo 
en esto. 


Puede pasar que se presente un recurso contra una resolución de una Junta o de una Intendencia que, 
supongamos, afecte al carnaval. O sea que es un recurso que hay que tratar en determinados plazos o si no 
pierde vigencia, porque el carnaval pasó. Entonces, ¿qué es lo que puede suceder? Que se presente el recurso, 
que la Intendencia o la Junta lo meta en un cajón y no haya sanción alguna si eso sucede. Entonces, lo único 
que podría hacer la Cámara sería intimar, enviar notas pidiendo que envíen el recurso, y lo envían o no. Ello 
ha llevado a que todos estos años, desde 1990 para acá, la Comisión haya entendido que se debía presentar 
directamente. Esto ha funcionado así; los recursos que hoy tenemos han sido presentados directamente ante la 
Cámara. 


Nosotros, como legisladores, hemos tenido la discusión con los administrativistas, cuando este no es un 
recurso administrativo; por lo menos no lo es strictu sensu, porque entre otras cosas se trata de intereses 
colectivos. Acá no puede presentarse el que tiene un interés directo, personal y legítimo sino, por el contrario, 
el que tiene un interés abstracto. Entonces, distintas integraciones de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración y de la Cámara lo hemos entendido así. 


Lo que hace este proyecto de ley es recoger lo que la costumbre ha hecho sobre esto, porque diversas 
Comisiones de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración han sido celosas en establecer, 
más allá de la avaricia que la Constitución tiene en su artículo 303 sobre todo en materia de procedimientos, 
las normas del debido proceso para sustanciar estos procedimientos. De allí surge la posición de la bancada 
de Gobierno, que aspiramos a que sea de toda la Comisión, en la medida en que recoge lo que a esta altura es 
una larga tradición en la materia. 


SEÑOR ORTUÑO.- Me parece bueno el método que plantea el señor Diputado Alonso para el análisis 
de este proyecto y propondría que lo acordáramos para el análisis de todas las iniciativas. Es decir, 
hacer una primera consideración general que nos permita identificar cuáles son los puntos más 


polémicos o que a los sectores y los legisladores generan dudas, de modo de administrar con mayor 
eficiencia el tiempo para no estar discutiendo todo sobre todo, cuando, en realidad, podemos estar de 
acuerdo en mucho. 


Con relación al artículo 1? del proyecto que tenemos a consideración y pasando al estudio del articulado, 
compartimos la necesidad de un proyecto de esta naturaleza y en general los contenidos que están planteados, 
que, como bien decía el señor Diputado Orrico, recogen lo que ha sido la práctica y la necesidad de ordenar 
el trabajo del Parlamento cuando llegan estos recursos pero, fundamentalmente, dan una guía y una apoyatura 
a los ciudadanos para que hagan uso de un derecho que tienen garantizado constitucionalmente. 


Sobre el artículo 1* quiero hacer dos consideraciones en defensa de la formulación que está planteada. Creo, 
como decía muy tangencialmente el señor Diputado Orrico -y para mí es un tema importante- que la 
Constitución está diferenciando en el artículo 303 el camino y la vía administrativa que tiene cualquier 
ciudadano de recurrir una resolución departamental que sienta que lo vulnera en parte de sus derechos. Este 
camino otorga claramente al Parlamento -al igual que en otros casos excepcionales-, como instancia de 
expresión de la soberanía de la nación, una función jurisdiccional que no es la que todos sabemos que va de 
suyo y que en general le compete. Sana y sabiamente, la Constitución se la otorga ante determinadas 
situaciones en las cuales se trata de preservar el derecho y las garantías de los ciudadanos. Entonces, como 
primer argumento, no estamos hablando de un camino administrativo donde, obvia y naturalmente, deben 
presentarse los recursos frente a los organismos departamentales correspondientes y seguir allí el trámite y el 
cauce normal por esa vía, sino que estamos hablando -y paso al segundo argumento, que para mí es el 
fundamental- de lo que creo yo que se trató de hacer, garantizando al ciudadano un espacio más, una 
posibilidad más de recurrir en la medida que, como bien explicaba el señor Diputado Orrico, debía y debe 
establecerse un mecanismo por el cual el ciudadano se sienta amparado cuando vea vulnerados sus derechos 
y se enfrente a una autoridad que, obviamente, está conteste con la decisión que es impugnada y no pueda 
saldar esas situaciones. Lo que se ha querido es dar al Parlamento la posibilidad de ser un tribunal de alzada 
para dirimir en situaciones de conflicto o intereses entre la Administración y los administrados. Creo que está 
bien que así sea, y debemos garantizar que el Parlamento tenga esa posibilidad, por supuesto con 
determinado marco, que es lo que trata de lograr este proyecto. Tanto es así que si lo cambiáramos y 
estableciéramos que el ciudadano debe presentar los recursos ante las autoridades departamentales, 
estaríamos yendo contra la esencia del mecanismo establecido en el artículo 303 de la Constitución que, por 
el contrario, procura que por encima de lo departamental exista un ámbito donde laudar esas diferencias 
otorgando garantías a ambas partes, en la medida en que el Parlamento es el ámbito de mayor expresión de la 
soberanía de la Nación. Por lo tanto, es allí donde deben existir los mayores espacios de ecuanimidad para 
resolver contiendas de esta naturaleza que se den en el ámbito departamental. 


SEÑOR ALONSO.- Sin perjuicio de abundar después en más detalles, hemos procurado acercarnos al 
tema con un criterio amplio. Primero tratamos de analizarlo desde un ángulo práctico -que era lo que 
planteaba el señor Presidente, por ejemplo, en el tema del carnaval-, es decir, si resulta más 
conveniente o conducente que todos los asuntos vengan directamente a la Cámara o que los recursos 
puedan ir primero al organismo que dictó la resolución. Me inclino por lo segundo, porque me parece 
más razonable que si hay ciudadanos que se sienten vulnerados por la aplicación de un acto 
administrativo de determinado organismo puedan recurrir primero contra ese organismo. Creo que es 
lo más lógico. La Cámara de Representantes debería actuar en caso de que el recurso presentado ante 
ese organismo, a entender de los peticionantes, no dé el resultado esperado. Esa es la visión general. 


Recabamos algunas posturas de destacados juristas en la materia, como los doctores Cajarville, Cassinelli 
Muñoz y Durán Martínez, y todas son contrarias a una redacción de estas características. En definitiva, todos 
llegan a la conclusión de que los recursos administrativos deben interponerse ante el mismo órgano que dictó 
el acto impugnado. Aquí se nos presentan algunas luces amarillas. Por un lado, nos planteamos por qué todo 
tiene que venir a la Cámara de Representantes. Por otro lado, nos plantean dudas las opiniones de los 
especialistas respecto al encuadre normativo dentro de las disposiciones constitucionales. 


La Comisión tiene la obligación de trabajar bien, por fuera del fragor de las primeras sesiones. El problema 
es que contamos con algunos elementos de juicio pero no con otros. Tenemos la memoria del tratamiento de 
este tema en la Legislatura pasada, pero nos gustaría ver informes de algunos juristas que avalen la posición 
del proyecto de ley. Queremos ver qué opinan quienes tienen la otra biblioteca. Contamos con los 


antecedentes que emite la Comisión, pero no hurgué en el tratamiento que el tema tuvo en la Comisión -si lo 
tuvo- por la vía de formular invitaciones a especialistas para hacer una presentación al respecto. Como estos 
recursos involucran actos de las Juntas Departamentales y de las Intendencias Municipales, sin querer dilatar 
el tratamiento del tema, pienso que sería lógico invitar al Congreso de Intendentes. Ese es un órgano lento 
para el procesamiento de los temas, y en estos momentos sus integrantes están en otras cosas, pero quisiera 
saber si se emitió alguna opinión a ese nivel o por parte de las autoridades municipales. Podemos correr el 
riesgo de legislar en un sentido y que luego su tratamiento no prospere en el Senado y, por otro lado, 
podemos estar metiendo la pata. 


Supongo que los compañeros de la Comisión tienen acceso a la información de estos especialistas que 
mencioné. De lo contrario, con mucho gusto la dejo a su disposición. No se trata de un documento sino de 
insumos de trabajo que me presentó mi asesoría. 


Reitero la conveniencia de conocer los antecedentes del tratamiento del proyecto en la Legislatura pasada, 
ver las opiniones de los especialistas y si existe una posición a nivel técnico de alguno de los actores 
involucrados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a los especialistas, ya sabíamos perfectamente lo que decían. 
Alguna Intendencia se defendió diciendo que el recurso se debía haber presentado ante la Intendencia 
recurrida y que, por lo tanto, había caducado el plazo. Eso fue expresamente rechazado por la Cámara 
de Representantes una y otra vez. Para esto hay un principio de economía procesal muy claro, y no hay 
por qué seguir dilatando el proceso. 


Discrepo radicalmente con el criterio de los señores tratadistas. Este no es un recurso administrativo típico 
sino un recurso administrativo ante un órgano político, que funciona exclusivamente cuando no es admisible 
presentarlo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Ellos están encerrados en su concepción 
administrativista. Si bien esto forma parte del derecho administrativo, no es un recurso administrativo común. 
Aquí deciden mayorías parlamentarias, donde el condimento político es importante. Hay una gran discusión 
teórica acerca de si la Cámara de Representantes se está convirtiendo en un órgano jurisdiccional al decidir 
sobre un recurso, pero aquí lo que se está controlando es la constitucionalidad o la ilegalidad de determinado 
decreto o resolución de un Intendente. 


La Comisión conoce el criterio de los administrativistas. Con ese criterio, todos los recursos que se 
sustanciaron ante esta Cámara serían nulos. Es más: cuando se admitió un recurso de una Intendencia y luego 
se fue ante la Suprema Corte de Justicia diciendo que había una lesión de autonomía municipal y que el 
procedimiento era incorrecto porque primero había que haberlo presentado ante el organismo, esta estableció 
cuál era la interpretación del legislador en la materia. 


Respeto mucho a los doctores Cassinelli Muñoz, Cajarville y Durán Martínez, pero siempre hemos estado en 
contra de esta postura, porque aceptarlo sería decir que todos los recursos que se votaron afirmativamente en 
este período son nulos, y todos los recursos que tenemos para estudiar ya caducaron porque habría que 
haberse presentado directamente ante el órgano que dictó el acto. Esto no corresponde, porque yo insisto en 
un argumento que me parece clave: ¿qué pasa si una Intendencia deposita en un cajón aquello que se le va a 
recurrir? Además, la Intendencia o la Junta Departamental no puede manifestar ignorancia frente al recurso 
que se está planteando porque esto requiere mil firmas, o sea que hay que salir a juntarlas. Es muy claro que 
la Intendencia se va a enterar de que las están juntando para recurrirle algo, por lo que si quiere realmente 
arreglar va a decirles que dejen de hacerlo y buscará la forma de solucionar el tema. Si no se recurre a través 
de las firmas, se puede hacer a través de un tercio de Ediles. Como esto no se hace clandestinamente, la Junta 
o el Intendente está perfectamente enterado de que hay un grupo de Ediles que va a redactar un recurso. 


Por lo tanto, yo no creo que tengamos que consultar a nadie, porque si lo hacemos, nos van a decir lo que ya 
han manifestado muchas veces. Inclusive, han defendido Intendencias con esos argumentos y esta Cámara les 
ha dicho que no, que este tema va directamente ante la Cámara, porque así lo ha entendido el administrado y 
así se ha entendido siempre. Además, esto llevaría a una consecuencia muy grave desde el punto de vista 
jurídico, ya que todo lo que hemos hecho en esta materia sería nulo porque tiene un vicio de procedimiento 
inicial. Entonces, la bancada de Gobierno está dispuesta a votar esto así. Normalmente, no nos negamos a 
recibir gente, pero los informes están ahí y este legislador está en total desacuerdo con eso, así como también 
otros que me han precedido aquí. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- En cuanto al artículo 1”, nos caben las mismas dudas que ha expresado 
el señor Diputado Alonso, en el contexto de los artículos 303 y 317 y las opiniones de estos autores pero, 
como bien decía el señor Diputado Ortuño, eso lo podemos ir viendo con un poco más de tiempo. 


Quiero decir que en la Legislatura pasada se había aprobado este proyecto en la Cámara con algunas 
modificaciones, que los legisladores pueden ver en el trabajo que ha hecho la Secretaría. Creo que son muy 
razonables. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que el proyecto que estamos discutiendo es el que aprobó la 
Cámara por unanimidad, no es el proyecto original. Me parece importante aclararlo porque se habían 
corregido algunas cosas. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Es buena la precisión porque se han corregido cosas que resulta 
importante modificar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debí haber advertido esto pero, en realidad, nos basamos en el proyecto que 
fue aprobado por la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración y que 
luego la Cámara hizo suyo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Entonces, tal vez no valga la pena que haga mi argumentación, porque 
estoy de acuerdo con todas las modificaciones que la Cámara hizo en la Legislatura pasada, que quizás 
son de detalle, pero que no dejan de ser importantes. 


Quiero manifestar que también me parece muy razonable la modificación que hizo el Senado en un solo 
inciso del artículo 6%, que dice: La Cámara de Representantes podrá avocarse el recurso en trámite en 
cualquier etapa prevista en esta ley, determinando la continuación del procedimiento en aplicación del 
artículo 303 de la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De ninguna manera me voy a oponer a que eso quede, pero lo que digo es que 
es innecesario, porque la titular de la resolución del recuso es la Cámara de Representantes. Entonces, 
acá no hay avocación, porque la Cámara no le traslada a la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración el recurso para que lo decida; lo traslada para que le informe. 
En definitiva, acá ha pasado que esta Comisión ha informado en mayoría que no se vote el recurso y 
luego en la Cámara se vota. No tengo inconveniente en dejar esto, pero, con mucho respeto a los 
señores Senadores, les digo que esto está de más. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Yo pensé que este inciso iba en otro sentido, que es el siguiente. Como 
bien recordará el señor Presidente, muchas veces para demorar los procedimientos, las Intendencias 
Municipales no enviaban los antecedentes o la solicitud de antecedentes. Yo pensé que iba en ese 
sentido, pero veo que no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se le da un plazo a la Intendencia o a la Junta para que envíe los 
antecedentes, pasado el cual se terminaron los plazos que da el artículo 303 y la Comisión o la Cámara 
sigue considerando el recurso. Otra cosa que vivimos -el señor Diputado Borsari Brenna lo vivió 
conmigo- fue el hecho de que las Intendencias o las Juntas no nos mandaban los antecedentes, por lo 
que quedaba todo trancado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- La otra duda que me queda es con respecto al artículo 6”, cuando dice: 
(...) la instrucción del recurso citará -dentro de un plazo de 20 días hábiles- a recurrentes y recurridos a 
formular sus alegatos. Me cabe la duda de si no se debería poner podrá citar o podrá convocar, porque 
el término citará implica obligación, y yo no sé si en algún caso la Comisión o la Cámara no podrá 
tener la convicción absoluta de que el recurso está bien o mal interpuesto y si procede o no la 
inconstitucionalidad. Me cabe la duda, no tengo definición, pero lo planteo para que los compañeros 
puedan opinar. 


SEÑOR CHA.- Vuelvo a la discusión del artículo 1”, que iba en la misma línea de lo que planteaba el 
señor Presidente. 


Son de recibo y razonables las observaciones que se hacen, pero pecan de un examen desde un punto de vista 
estrictamente procesal administrativo y se chocan contra dos reflexiones fundamentales. Una es el propio 
texto constitucional, porque lo que dice es bastante hermético. Habla solo, lisa y llanamente, de la Cámara de 
Representantes como lugar de acogida a esos recursos de apelación. No establece ninguna otra variante, y 
creo que ahí la voluntad del constituyente está, precisamente, asentada en lo que hace, no a una cuestión de 
carácter administrativo procesal -donde quizás sería válido tomar en cuenta la jurisdicción de las Intendencias 
Municipales para el caso-, sino, básicamente, a lo que refiere a notorias discrepancias, a importantes 
diferencias políticas que surgen a partir de actos en la Junta Departamental o de resoluciones del Intendente 
que se chocan contra la Constitución y la legalidad vigente. Esas notorias discrepancias tienen un proceso 
que es el de la vida real, el de la vida práctica y política en cada uno de estos ámbitos, que tiene que ver con 
la discusión. Si el recurso fuera pasible de interponer frente a las Intendencias Municipales, supongo que el 
constituyente habría hecho menos onerosas las condiciones para poder presentarlo y para poder apelar. No 
creo que se necesite un tercio de miembros de la Junta Departamental para interponer un recurso frente a la 
propia Intendencia; no creo que sea necesario juntar 1.000 firmas de ciudadanos inscriptos en el 
departamento para decir al Intendente que lo que está resolviendo es contrario a la Constitución y las leyes. 
Es así de oneroso en virtud de que lo que el constituyente quiso preservar fue que el volumen de la 
discrepancia, el tamaño del diferendo fuera lo suficientemente significativo como para ser pasible de ser 
presentado ante este Cuerpo. 


Esos aspectos tienen que ver con una visión administrativa: quizás el canal lógico e inmediato sea el mismo 
organismo que dictó el acto, pero eso choca contra la realidad política. Los diferendos llegan aquí cuando el 
Intendente no quiso atender el planteo o cuando la Junta quedó en minoría en oportunidad de discutirlo -con 
tiempo y con los aspectos del proceso debidamente cubiertos- y no se logró un acuerdo acerca de esas 
resoluciones. 


Recabar 1.000 firmas de ciudadanos dispuestos a presentar este recurso significa un trabajo político, porque 
hay que dar explicaciones. Y si hubiera voluntad política en términos de corregir el error, si existe, se podría 
corregir en el transcurso de ese trámite. Durante la deliberación departamental de este tema, sobre el que 
hipotéticamente se asienta la discrepancia o el diferendo, se habría tenido tiempo para ver si había error, 
teniendo en cuenta la Constitución y legalidad vigente, y para reexaminarlo y discutirlo. Entiendo que la 
voluntad del constituyente fue establecer que esta Cámara sea la que zanje ese diferendo y resuelva al 
respecto -es explícito, es inequívoco-, desde un examen político. Desde un examen puramente administrativo 
y desprovisto de esta dosis de realismo que la propia experiencia política, la propia vida y los antecedentes 
nos han dictado en la materia, quizás podría ser atendible tener en cuenta la presentación del recurso frente al 
mismo organismo que dictó el acto sobre el cual se discrepa. Pero creo que la voluntad fue economizar en ese 
sentido, partiendo de la base de que ese tipo de amparo ya fue cubierto en virtud del proceso que tuvo el 
asunto a nivel de la circunscripción municipal. Se apela a este Cuerpo cuando el diferendo es notorio y 
cuando la diferencia es tan palmaria que no pudo resolverse en el ámbito municipal y es necesario que la 
Cámara de Representantes funcione como el lugar en el que se zanje esa diferencia y se establezca una 
resolución en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Diputados están de acuerdo, vamos a votar el artículo 1” tal 
como figura en el proyecto. 


SEÑOR ALONSO.- Nosotros estábamos de acuerdo en empezar a considerar el proyecto de ley. Acabo 
de anunciar que tengo que hacer consultas en la bancada. Si quieren votarlo, lo votamos, pero en la 
sesión pasada yo pedí especialmente que hoy solo comenzáramos a considerar el tema, y se me dijo que 
sí. 


SEÑOR ORTUÑO.- Me parece que es atendible lo planteado por el señor Diputado Alonso. Está claro 
que es voluntad de la bancada del Encuentro Progresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría llevar 
adelante el proyecto, pero también dar el espacio para el tratamiento en Comisión de los asuntos, y de 
este en particular. Por lo tanto, propongo prorrogar una semana la votación de esta iniciativa para que 
el Partido Nacional y, en todo caso, los otros lemas puedan estudiarla. Sí solicito que para la próxima 


sesión de la Comisión tengan posición tomada, ya que tenemos voluntad de votar -creo que es 
razonable-, de modo de poder seguir adelante con el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Apelo a la amabilidad de los señores legisladores del Partido Nacional en el 
sentido de que planteen todas las objeciones o dudas que les pueda merecer la iniciativa. Lo que sí 
pedimos, como bancada de Gobierno, es resolver este asunto el miércoles próximo. 


SEÑOR ALONSO.- Tengo una duda con respecto a la remisión al artículo 303 de la Constitución de la 
República que se hace en el artículo 6”. 


SEÑORA TOURNÉ.- El señor Diputado Alonso se refiere al texto del artículo 6” del proyecto del 
Senado, pero nosotros estamos considerando el proyecto aprobado por la Cámara en su momento. 


SEÑOR ALONSO.- Entonces, en ese texto se ha eliminado esta remisión al artículo 303 de la 
Constitución, que es la observación que yo estaba formulando. 


Me perdí un paso en este tratamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas al señor Diputado Alonso. Traté de informar que estábamos 
considerando el proyecto aprobado por la Cámara. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Estoy de acuerdo con la propuesta del señor Diputado Ortuño en 
cuanto a que la semana próxima tengamos posición tomada con respecto a esta iniciativa. Creo que ya 
hemos planteado las dudas; sería bueno que todos pensáramos en ellas, inclusive, en esta modificación 
del Senado de la República. No tengo definición al respecto, pero no deja de ser interesante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el acuerdo para el miércoles próximo es continuar con el 
tratamiento de este asunto y votarlo. 


Corresponde pasar a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: Ex Ministros de 
Estado. Tipificación de responsabilidad penal por delitos cometidos durante su gestión. 


Quiero aclarar que estamos discutiendo el proyecto que en su momento aprobó la Comisión y que fue 
redactado -hagamos los homenajes debidos- por el doctor Díaz Maynard. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que estamos frente a un proyecto que, a mi modo de ver, es extremadamente 
importante y tiene muy buenas posibilidades de prosperar y ser aprobado en plazos breves -por lo 
menos, nosotros deseamos que sea así-, teniendo en cuenta su historia. 


Como bien refería el señor Diputado Lacalle Pou en la sesión pasada, la historia del proyecto se origina en la 
anterior Legislatura, cuando fueron públicas las diferencias de interpretación sobre el alcance de las 
inmunidades establecidas en el artículo 178 de la Constitución con relación a los Ministros de Estado y 
cuando en función de ellas -inclusive, habiendo planteos de eventuales irregularidades que inculpaban a 
algún ex Ministro- se generó una polémica pública en la cual parte de la doctrina, pero sobre todo parte 
importante de los actores políticos en aquel momento en el Gobierno, sostuvo que los Ministros no podían ser 
llevados ante la Justicia en la medida en que gozaban de inmunidad ya que, según ellos, quedaban 
comprendidos por el artículo 178 de la Constitución. 


SEÑOR ALONSO.- No se trata de los Ministros, sino que en algún caso, algún ex Ministro sostuvo esa 
tesis. 


SEÑOR ORTUÑO.- Hice referencia a quienes eran Gobierno. Muchos exponentes de la bancada 
oficial del Partido Colorado -consta en versiones periodísticas y taquigráficas- sostenían esta 
interpretación que, desde mi punto de vista, es absolutamente equivocada. Eso generó la buena 
iniciativa del Nuevo Espacio en aquel momento, planteando en Cámara un proyecto, de artículo único, 


que no solo tiene la virtud de su claridad sino que también en forma breve interpreta el alcance. 
Además, establece algo que para nosotros es fundamental y constituye un argumento no solo de sentido 
común sino de estricta justicia: que los ex Ministros de Estado son responsables penalmente por 
eventuales delitos que cometan durante el ejercicio de su gobierno. 


Personalmente creemos que esto debe ser así y que esta disposición le hace bien al conjunto del sistema 
político y a su credibilidad, y va en el sentido del artículo 8” de la Constitución, que establece que todos 
somos iguales ante la ley. Pero desde el punto de vista político, refiere a un concepto que para nosotros es 
fundamental y que tiene dos aspectos. 


En primer lugar, es entender que algunas prerrogativas que naturalmente establece la Constitución para 
salvaguardar, no a las personas sino a las funciones desempeñadas en el ejercicio del Gobierno, no deben 
importar privilegios distintos a los del resto de la población. Me parece que esto es algo en lo que debemos 
insistir en esta nueva etapa política que se está abriendo, es decir, que los que tenemos distintas 
responsabilidades públicas y, en particular, de gobierno, tenemos un enorme privilegio y responsabilidad, 
pero también debemos estar sometidos al juicio de la ciudadanía respecto a nuestros actos y, en particular, al 
de la Justicia en caso de desvíos y de delitos que pudieran cometerse en el ejercicio de la función. 


En segundo término, creo que se daría una enorme señal con la aprobación de este proyecto: por la positiva, 
con la promoción de una conducta responsable, ética y transparente en el ejercicio del gobierno y en la 
administración de recursos públicos, que son los recursos de todos, y por la negativa, con la muestra que creo 
que todos deberíamos dar en contra y en repudio de cualquier eventual hecho de corrupción ocurrido en el 
Gobierno. Ello debe persuadir a que estas cosas no sucedan en el futuro y a que podamos desplegar en toda la 
administración pública y en el Gobierno un concepto de ética, de responsabilidad y de transparencia en la 
función pública, que nos parece absolutamente necesario a juzgar por lo que ha sido la experiencia en nuestro 
país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este proyecto de ley va en consonancia con lo que la Suprema Corte de 
Justicia decidió cuando fue tratado el caso de un ex Ministro que, con informe en contra -entre otros, 
piezas que agregó la defensa del doctor Julio María Sanguinetti-, recogió la opinión dominante en 
doctrina, en cuanto a que los Ministros de Estado debían ser responsables. Entre otras cosas, debían 
serlo por una cuestión de pura lógica. 


Los Ministros de Estado, en tanto Ministros, solo pueden ser juzgados por el procedimiento que establece el 
artículo 93 de la Constitución. Quiere decir que si un Ministro hace un desfalco y al otro día renuncia, 
quedaría inimputable. Entonces, la impunidad no se puede sancionar. 


El derecho, entre otras cosas, es una cuestión de pura lógica. Si el ejemplo que acabo de dar es la 
consecuencia natural de sostener que únicamente los Ministros pueden ser juzgados de acuerdo con el 
artículo 93 de la Constitución, sancionaría de hecho la impunidad de muchas conductas. 


Entonces, acá hay algo más que una responsabilidad política: hay una responsabilidad penal que, 
naturalmente, tiene los tiempos de prescripción de los delitos. 


Por todo esto es que se llegó a esta redacción que, desde el punto de vista de la doctrina, está absolutamente 
aceptado, tanto por los penalistas como por el órgano máximo de la Justicia, que es la Suprema Corte de 
Justicia. 


SEÑOR ALONSO.- Por respeto a los legisladores de esta Administración y los que en la anterior 
presentaron el proyecto de ley no voy a decir en un lenguaje popular lo que pienso al respecto. De todas 
maneras, estoy dispuesto a acompañarlo. Voy a utilizar un lenguaje más fino: creo que es 
superabundante y que no incorpora nada nuevo, porque a nadie se le puede ocurrir que los ex 
Ministros de Estado no tengan responsabilidades por los delitos que hubieran podido cometer durante 
el ejercicio del cargo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Alonso sabe que se le ocurrió a varios. 


SEÑOR ALONSO.- Una cosa es cómo lo pueden interpretar unos y otros. Yo no imagino otra forma de 
interpretarlo: por el hecho de estar ocupando una posición en el Poder Ejecutivo no se puede pensar 
que no se es responsable por los delitos que se puedan cometer; me parece absurdo. 


Me guardo para mí las consideraciones sobre el proyecto de ley, pero lo voy a votar. 


SEÑOR LACALLE POU.- Este proyecto de ley fue presentado por los señores Diputados Mieres, 
Falero, Michelini y Posada el 24 de mayo de 2001 e ingresó a esta Comisión. El Partido Nacional lo hizo 
suyo -por intermedio de quien habla- y lo impulsó en el seno de esta Comisión. Tal como fue 
encomendado por su Directorio, según consta en algunas versiones periodísticas, la iniciativa se aprobó 
por mayoría, contando con el apoyo del Partido Nacional, del Frente Amplio y del Nuevo Espacio, 
votando en contra el Partido Colorado. Fui designado miembro informante y presentamos el informe; 
el Partido Colorado nunca presentó el suyo, y por eso este proyecto de ley no llegó a considerarse en la 
Cámara. 


Hago esta reseña, en primer lugar, por la verdad histórica. En segundo término, porque parece que es un 
proyecto de la izquierda -por lo menos así lo han hecho saber en algunos medios de prensa-, cuando quien en 
realidad lo impulsó fue el Partido Nacional, así como quien lo desarchivó hace tres o cuatro semanas, 
recibiendo gustosamente el impulso de la coalición de Gobierno para su aprobación. 


SEÑOR ALONSO.- El relato del señor Diputado Lacalle Pou es cierto. Me gustaría agregar un 
elemento más. 


Fui integrante del Directorio del Partido cuando se encomendó que se llevara adelante el proyecto de ley, 
pero, de todas maneras, mi opinión particular es esta. 


(Dialogados) 


SEÑOR ORTUÑO.- Simplemente, quería establecer una precisión política. En efecto, la narración de 
los hechos es, en parte, como dice el señor Diputado Lacalle Pou, pero olvida decir que, entre otros, 
firmamos el proyecto legisladores del Encuentro Progresista que estamos presentes. 


Sí quiero decir algo que es fundamental y que, quizás, sea lo que ha llamado la atención de la prensa, que es 
el hecho político nuevo y realmente destacable en esta situación. El señor Diputado decía bien que el Partido 
Colorado, partido de Gobierno en la anterior Administración, no solo no apoyó sino que bloqueó la 
aprobación de este proyecto. El hecho importante, novedoso, destacable de esta situación es que el propio 
Gobierno y la propia bancada de Gobierno resuelve impulsar, votar y, por lo tanto, garantizar su aprobación a 
pesar de que es un proyecto en el que está claro que si bien se sobreabunda, se elimina todo tipo de dudas 
sobre eventuales impunidades o inmunidades de los gobernantes. 


Insisto: quizás lo que llama la atención y lo que le da el carácter de hecho político fundamental es que no solo 
la bancada de Gobierno, con su voto, garantiza que el proyecto salga -es la diferencia de que sea impulsado 
por sectores o partidos que no tienen los votos para garantizarlo y transformarlo en ley- sino que, a su vez, es 
el propio Gobierno el que se compromete en que esto sea una norma y así dar una señal de transparencia en 
este sentido. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me da vergiienza que llame la atención que cualquier partido esté a favor 
de esto, dentro o fuera del Gobierno. Se está a favor o en contra de esto. Como por suerte, en mi corta 
experiencia política, nunca he partido de la patología y siempre he partido de que el ser humano es 
bueno -aunque muchos piensen lo contrario- y la excepción es la gente que se equivoca, creo que no 
importa donde uno esté y en qué momento de la historia se encuentre. 


En el año 2002 el Partido Nacional tenía Ministros de Estado y se votó. Hoy no los tenemos y, seguramente, 
Dios mediante, los tendremos de nuevo; hoy le toca al Encuentro Progresista-Frente Amplio. 


Yo le decía a algún medio de prensa -de los pocos que me dieron bolilla por esto porque, reitero, la subida a 
caballo de la coalición de gobierno fue tan importante que tenía que pedir a gritos que quedara claro que yo 
también estaba en este tema- que ojalá que este proyecto se apruebe y que nunca lo tengamos que aplicar; eso 
sería lo más sano y lo mejor para todos nosotros. 


También debo decir que, para mí, este proyecto se ha visto teñido por una seudo caza de brujas. ¿Por qué 
digo esto puntualmente? Porque mi estimado colega Ortuño, cuando lo presentó a la opinión pública, se 
remitió en seguida a las auditorías que está realizando en este momento el Gobierno entrante, que está bien 
que se hagan. No sé si cuando se habla de este proyecto no se está diciendo: lo que va a hacer este proyecto 
de ley es habilitar a dar conclusión a algún tipo de auditoría en este sentido. Me parece que es un 
apresuramiento y, quizás, un prejuzgamiento. Si alguna auditoría tiene que terminar de esa forma, que así sea, 
porque -como decía ayer en Cámara, en virtud del tratamiento de otro tema- han sido muchas las acusaciones 
genéricas de algunos jerarcas. No estoy aquí interpretando o adjudicando una conducta dolosa, pero estamos 
en un facilismo -que no solo es propio de la izquierda y de la coalición de gobierno, que puede ser de 
muchos- de las acusaciones genéricas. 


Veremos el resultado de las auditorías; veremos qué pasa. Este texto legal habilitará a que así se proceda o - 
como bien decía el señor Diputado Alonso- a que despeje todo tipo de dudas sobre lo que para él ya es obvio 
y hasta quizás redundante. 


Considero que este proyecto de ley debería ser intemporal. No es un estímulo-respuesta a una auditoría que 
supuestamente puede tener un resultado, y no lo fue en el momento en que lo presentáramos. Sí se presentó 
por un ex Ministro con nombre y apellido, que fue Benito Stern, pero no fue el Partido Nacional que lo tomó 
en ese sentido. Quizás la demora de algunos informes también fue, precisamente, porque esto tenía nombre y 
apellido. Y, en algún palo en la rueda, alguno dijo: Que no me juzguen al ex Ministro, lo que incitó el celo de 
algún legislador a presentar esto. Para nosotros esto no tiene nombre ni apellido, pero si hay alguna 
acusación, tiene que tener nombre y apellido y le tiene que caer todo el peso de la ley después de aprobado 
este proyecto. Seguramente, este proyecto será tratado y aprobado. Por lo menos, más del 20% del Partido 
Nacional -no sé el resto del partido- estará de acuerdo con el concepto, que es la responsabilidad patrimonial, 
y celebro que aquí se haya levantado. 


Por provenir del departamento de Canelones, la responsabilidad patrimonial de los malos gobernantes fue 
uno de los tres ejes de mi campaña. Por supuesto, en aquel momento estaba hablando del Intendente 
Municipal de Canelones. 


He hecho un relato histórico. Siento alegría de que la hoy coalición de Gobierno apoye este proyecto. Lo 
aprobó cuando era oposición y, por la verdad histórica -como dice el señor Diputado Borsari Brenna- lo 
vamos a votar. Aquí hay dos proyectos de ley. No sé si técnicamente se desarchiva también el proyecto 
aprobado en la Legislatura pasada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El antecedente es el proyecto original, pero también se está resolviendo sobre 
el proyecto que finalmente fue aprobado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Perfecto. 


Después de que se resuelva cuál de los dos vamos a tomar, el escribano Borsari Brenna, con su pluma 
puntillosa, me hará alguna corrección ortográfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es motivo de esta discusión, lo podemos hacer otro día, pero quiero 
aclarar una cosa. Nosotros no somos una coalición de gobierno sino una alianza política. 


(Dialogados) 


SEÑOR CHA.- Sinceramente, yo no entiendo las advertencias que se hacen y las contextualizaciones 
en el tratamiento del tema. Coincido con que esto es intemporal, con que no debe sujetarse la discusión 
o la interposición de este tipo de proyectos como respuesta a una coyuntura precisa donde puede tener 
nombre y apellido porque examina la conducta de nuestra propia corporación. Tiene que ver con la 


cristalinidad y la transparencia que nosotros tenemos que dar a la opinión pública y a la sociedad toda 
acerca de nuestro propio comportamiento. Por tanto, debe ser intemporal y debe estar regido de aquí 
en más con ese carácter, con esa fuerza, con esa jerarquía. 


Nosotros, como partido integrante de la alianza política que hoy gobierna, nos declaramos sumamente 
contentos y reconocemos y agradecemos al señor Diputado Lacalle Pou el desarchivo de este proyecto. 
También nos reconocemos a nosotros mismos la iniciativa y la autoría en su momento. 


El valor de esto no está dado por nuestro propio sentido común; examinarlo e interpretarlo en otra dirección, 
como decía el señor Diputado Alonso, que no sea la que aquí se prevé, linda hasta con un tema de 
deshonestidad intelectual, es un insulto a la inteligencia. La interpretación es la que aquí se prevé y no podría 
ser otra. La respuesta que nosotros tenemos que dar no es la de nuestro sentido común sino la del sentido 
común de los que nos examinan, el sentido común de la sociedad que no tiene sustancialmente claras este 
tipo de cosas frente a determinadas situaciones, frente a determinadas dudas -a las que yo llamo 
claudicaciones- que estuvieron dadas en el pasado en esta materia. Cualquier norma que vaya en el sentido de 
jerarquizar la transparencia, de aumentar la capacidad, de regir la probidad de nuestros actos, no sobreabunda 
sino que, en cierta medida, enriquece. 


Creo que esto va en un buen sentido, y más allá de protagonismos e iniciativas públicas acerca de quién tiene 
el padrinazgo de la idea, mi mayor alegría y mi mayor conformidad es que estemos todos de acuerdo en 
impulsarlo con las observaciones que se hagan. Es una señal muy fuerte y muy importante que tendríamos 
que dar a la opinión pública; que estamos completamente de acuerdo en esto, que no hay dudas, que no hay 
objeciones, dobles lecturas o dobles discursos y que el Gobierno y la oposición se empeñan en que esto se 
haga realidad. Esta es la forma en que tendríamos que tratar todos los asuntos que hacen a la conducta de los 
gobernantes, de los legisladores y de todos los involucrados en la función pública. 


Por último, más allá de la disquisición filosófica de si el hombre nace bueno y la sociedad lo corrompe o no, 
creo que la sociedad está basada en el conflicto y que la forma de aclarar los conflictos y de mejorar la 
convivencia cotidiana es justamente legislar en este sentido. Por ese compromiso y por lo que me parece más 
oportuno y mejor para el futuro de la sociedad y el ejercicio de nuestra función, repito que agradezco este 
desarchivo y esta oportunidad. Creo que le va a hacer mucho bien a esta Comisión y a este Parlamento darle 
un rápido trámite a este proyecto y votarlo afirmativamente, como una gran señal a la opinión pública de 
cómo estamos dispuestos a establecer nuestras propias normas, a hacerlas públicas y a difundir cuál es 
nuestro compromiso acerca de nuestra propia transparencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GAMOU.- Según Maurice Duverger, quien ha tratado el tema sobre coaliciones y alianzas, 
dice que lo que determina a una alianza es el ánimo de permanencia y la existencia de organismos 
decisorios vinculantes para los elementos integrantes de la alianza; por eso somos una alianza política. 


Sobre la autoría del proyecto, yo diría que nos remitiéramos al Nuevo Testamento cuando dice que de nada 
sirve dar limosna precedido de un soldado con una corneta. 


Me pareció interesante lo que dijo el señor Diputado Alonso en el sentido de que es redundante. Pero, en 
realidad, desde el punto de vista político todos recordamos que hubo interpretaciones que hablaban 
prácticamente de obediencia debida, cosa que me parece un disparate. Como bien decía el señor Diputado 
Orrico, la Suprema Corte de Justicia se pronunció en el mismo sentido que lo hace este proyecto. El 
problema es que los miembros de la Suprema Corte pueden cambiar y de acuerdo con lo que yo tengo 
entendido, acá la Jurisprudencia no sienta precedente vinculante. Por lo tanto, el día de mañana nos podemos 
encontrar con una Suprema Corte que interprete distinto, en el sentido que lo interpretaba, entre otros, Correa 
Freitas. Coincido con algo que decía el señor Diputado Lacalle Pou pero quiero hacer una pequeña 
corrección: en ningún momento la fuerza de Gobierno se planteó que esto fuera un elemento vinculado a las 
auditorías; de ninguna manera. Esto es atemporal, creo que es un buen mensaje hacia la opinión pública y me 
gustaría que se pudiera votar hoy. 


SEÑOR LACALLE POU.- En cuanto al tema de las limosnas y las cornetas, si quien da la limosna está 
parado y viene otro con una corneta diciendo que fue él, es complicado. El cornetazo fue a posteriori de 


que otro agarró la corneta que no era propia. 


(Hilaridad) 


——- Escuché al estimado colega, el señor Diputado Ortuño, cuando esbozaba este proyecto de ley ante la 
opinión pública y habló de las auditorías. 


SEÑOR ORTUÑO.- No es así, señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Tal vez escuché mal; el señor Diputado Ortuño siempre tendrá el beneficio 
de la duda. 


SEÑOR GAMOU.- Sería bueno que se pudiera votar, creo que hay un acuerdo unánime en la 
Comisión; este proyecto tiene un artículo único con tres numerales, y hay acuerdo en los tres. 


SEÑOR ORTUÑO.- Comparto que habiendo acuerdo deberíamos proceder a votar lo antes posible. 
También comparto que discutir sobre autorías de un proyecto no es lo que engrandece ni a la Cámara 
ni a nosotros como parlamentarios. En todo caso, quien podría plantear algo de esa naturaleza sería el 
señor Diputado Cha, que es integrante de la fuerza política que en su momento redactó e impulsó este 
proyecto. 


Quiero dejar una precisión con relación a lo que planteaba el señor Diputado Lacalle Pou, que no es menor. 
Lo fundamental, en la etapa en que estamos, es aprender a conocernos: lo que somos como políticos, como 
legisladores y como personas. En realidad, para mí hay dos cosas que en esta actividad que llevamos adelante 
son fundamentales. En primer lugar, la ética y la transparencia de cada uno de nuestros actos y, en segundo 
término, el estilo con el que nos relacionamos. 


Cada uno es parte de su historia y de sus circunstancias, como decía Ingenieros, y uno que se ha 
especializado en el estudio de la historia y ha recibido las enseñanzas de la escuela positivista, que insiste 
mucho en la necesidad de comprobar las cosas que se sustentan, cuando va a citar lo que dijo un legislador, 
se documenta de que efectivamente lo haya dicho. Invito al señor Diputado Lacalle Pou a que traiga una 
transcripción de cualquier medio de difusión donde yo vincule directamente este proyecto con el tema de las 
auditorías. No solo no es así, sino que, cuando se me preguntó, he dicho que esta es una señal importante 
hacia el futuro acerca de cuál es la ética que debe presidir y la eliminación de privilegios que impulsamos de 
aquí en adelante. Por supuesto, cuando se me preguntó si esto puede tener alguna consecuencia si las 
auditorías que está planteando el Poder Ejecutivo -que hace bien en plantearlas, y debería ser la actitud de 
cualquier Poder Ejecutivo- arrojaran datos sobre irregularidades o delitos que pudieran haber sido cometidos, 
lo que contesté y reitero ahora para que conste en la versión taquigráfica es lo siguiente. Por supuesto que si 
de las investigaciones surge que hubo gobernantes que utilizaron mal sus cargos y cometieron delitos van a 
ser comprendidos por esta ley. Pero que no se confunda una cosa con la otra. Estamos legislando para el 
futuro, con principios que está bien que queden garantizados por ley y, por supuesto, quienes estén 
comprendidos y están preocupados por la posibilidad de quedar comprendidos, serán alcanzados si es que 
obraron mal, perjudicando al Estado, al sistema político en su conjunto y a los valores que debemos defender. 


SEÑOR LACALLE POU.- No sé de qué transcripción se trata, porque el señor Diputado Ortuño tuvo 
mucha difusión en estos días. De todos modos, lo conozco como persona, tuve el gusto de compartir con 
él un seminario durante once días en Buenos Aires e hicimos muy buena relación. Todos saben que digo 
las cosas de frente. Voy a tratar de buscar la transcripción acerca de las auditorías, pero él mismo 
acaba de decir que fue preguntado sobre ese tema y contestó que si estas tenían un resultado de ese 
tipo, esta ley se iba a aplicar. Confirma lo que dije. 


Nunca adjudiqué intenciones non sanctas a las opiniones del señor Diputado Ortuño, pero reitero que cuando 
se le preguntó acerca de las auditorías, hizo referencia a ellas. No sé si fue él que empezó a hablar de las 
auditorías o fue la prensa que le preguntó. Lo que leí fueron los titulares de algún medio de prensa. Me voy a 
dedicar a escucharlo nuevamente y a conseguir las transcripciones, y las traeré aquí. Tampoco hagamos 


mucha moña, que vamos perdiendo. Las cosas las digo de frente, y el señor Diputado Ortuño sabe que nunca 
se va a llevar una sorpresa conmigo. 


Dejo por aquí para no generar más problemas. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Con ánimus votandi empiezo mi cortísima reflexión. Creo que le asiste 
razón al señor Diputado Alonso en cuanto a que esto sin ninguna duda está previsto en la Constitución 
de la República. También ha hecho bien el señor Diputado Lacalle Pou en ser el autor del desarchivo 
de este asunto, porque hay antecedentes prácticos en nuestros juzgados por los cuales en algunos casos 
los titulares de las acusaciones utilizaron la chicana jurídica de que los Ministros no serían 
responsables, según su interpretación de la Constitución. De esa forma hubo que recurrir a la 
interpretación nada menos que de la Suprema Corte de Justicia para que se pudiera dar lugar al 
proceso. 


Estoy de acuerdo con interpretar la Constitución de esta forma, pero propongo que en el articulado, en lugar 
de declárase, se diga interprétase. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcto. 


SEÑORA TOURNÉ.- Voy a hacer una simple exhortación. Reconozco la necesidad de aclararnos cosas 
entre nosotros y llegar a acuerdos, pero creo que, despejadas las posiciones sobre diversos temas -tipo 
coalición, movimiento o autoría del grandioso gesto legislativo de desarchivar un proyecto, lo cual es 
enaltecedor- deberíamos dar por clausurado el asunto. Creo que está suficientemente aclarado quién 
fue el autor del desarchivo, pero como Cámara de Representantes necesitaríamos enaltecer un poco 
nuestra función. 


Creo que un proyecto de esta naturaleza, que tiende a la transparencia y a todo lo que recalcaron quienes 
intervinieron, es una buena señal, pero me gustaría que cuando se envíe al plenario fuera acompañado por la 
actitud que decimos profesar. Me parece que las aclaraciones en cuanto a trayectorias históricas del proyecto 
ya fueron hechas, y lo que realmente resaltaría es la vocación unánime de esta Comisión de aprobar el 
proyecto y, como Cámara de Representantes, dar una señal pública a quienes nos sentaron en el recinto 
parlamentario. Ese debería ser el objetivo. Lo demás, sin ánimo de calificar a nadie, quedó clausurado y 
rebajaría la resolución. Soy muy de explicitar las cosas para llegar a acuerdos reales, porque los acuerdos 
nunca expresados se rompen con mucha facilidad cuando inciden nuestros egos personales, que todos los 
tenemos porque por algo nos dedicamos a esto. Quien no reconoce que tiene un grado de narcisismo al querer 
ser político, está salteándose mucha parte de la realidad. 


Mi exhortación va en ese sentido. Para mí este no es el proyecto. Es un proyecto importante, una buena señal 
política. Me parece que la forma como lo traslade esta Comisión al plenario va a darle el tono realmente 
importante que queremos darle. Reitero que las dudas ya fueron despejadas aquí. 


SEÑOR ALONSO.- Tomo la primera parte de lo expresado por la señora Diputada Tourné, a quien 
respeto muchísimo, que exhortó al orden. Entiendo que esta es una tarea como cualquier otra, que la 
tenemos que desarrollar con la mayor responsabilidad y seriedad, pero que no somos ajenos a disfrutar 
del momento de trabajo. 


Para que conste en la versión taquigráfica voy a decir que quien introdujo el tema semántico del nomenclátor 
que los agrupa no fuimos nosotros. Yo recibí invitaciones para abocarme a un estilo que siempre he tenido o 
no, y nos iremos conociendo, pero a mí también me gusta divertirme. Si no nos reímos de nosotros mismos, 
poco inteligentes somos. 


SEÑORA TOURNÉ.- La gran mayoría me conoce. Creo que si de algo no se me puede acusar es de no 
participar de la diversión y de tratar de que los grupos humanos, con sus diferencias, se integren. Esa 
es mi profesión, además. Yo disfruto de todo. Simplemente exhorto -lo repito- no a que no se haga 
bromas, porque me divierten muchísimo y me encantan, pero me parece que este es el ámbito y ya lo 
fue. Me parece que le daríamos muy buen nivel a la discusión si eleváramos las miras cuando lo 


discutamos en el plenario. Nada más. Ya va a escuchar alguna que otra broma mía, señor Diputado 
Alonso, y espero que la disfrute. 


SEÑOR ALONSO.- Lo que pasa es que he recibido alguna observación en ese sentido. 
SEÑORA TOURNÉ.- No hubo ninguna. 


SEÑOR CHA.- Rescato la exhortación de la señora Diputada Tourné, que realmente me comprende, y 
más allá de las chanzas -que tienen que estar, porque si no, por solemne, esto también se puede 
transformar en una tortura-, y de que uno tiene que ser parte de esto y generar un clima de trabajo 
favorable entre los legisladores, yo rescato lo que hagamos en el plenario. Este proyecto puede ser una 
interpretación, que se vote y que quede planteada como una más, o puede ser un gran gesto político 
que haga esta Cámara, como una señal política importante que debemos difundir. A esta altura no 
tengo ningún tipo de interés acerca de la autoría del proyecto, sino que la Cámara lo haga propio, que 
lo difunda y que políticamente lo presente a la ciudadanía como una señal política de altura y de 
compromiso, con la que todos estamos contestes y estamos de acuerdo. Simplemente, creo que sería 
bueno que, si es posible -dentro de la libertad y de la responsabilidad de cada uno- el futuro debate en 
la Cámara discurra sobre ese punto: el proyecto es una gran señal política que queremos dar. La 
cuestión de protagonismo, en el sentido de la autoría política del proyecto, la podemos tratar en el 
ámbito donde se generó el debate: en la prensa. No creo que sea materia de tratamiento de la Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si esta Presidencia interpreta bien, hemos agotado la discusión. Creo que 
vamos a votar el proyecto tal como fue aprobado en su momento por la Comisión. A mí me parece muy 
razonable. Consulto a los señores Diputados en cuanto a que en lugar de declárase, diga interprétase. 


(Apoyados) 

——- Se va a votar. 

(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Debemos elegir a un miembro informante. 
SEÑOR BORSARI BRENNA.- Propongo al señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR ORTUÑO.- Ya votamos el proyecto y estamos considerando la elección del miembro 
informante. Francamente, creo que en realidad el dato nuevo es que con los votos del Frente Amplio- 
Encuentro Progresista esto va a ser ley. Realmente, si hay acuerdo en que el miembro informante sea el 
señor Diputado Lacalle Pou, no hay problema, pero creo que entonces deberíamos ver el informe y que 
no debería discurrir por estos caminos que discurrió parte de la discusión de hoy. 


Por otra parte, lo que sí digo es que soy un tipo muy divertido, quienes me conocen lo saben, pero acá vengo 
a trabajar, y con seriedad, porque la gente ya probó la medicina de los Gobiernos divertidos y creo que no 
quiere volver a repetirlos; cuidemos este tipo de trabajo, en particular, en esta Comisión. 


SEÑOR ALONSO.- En la vida, también hay que ser hábil y saber cuando los temas terminan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


